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   DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio  No.09397

6 de julio, 2006

DCA-1939
Licenciados

Daniel Gallardo Monge

Presidente

Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias 

Pavas, del Aeropuerto Tobías Bolaños, 100 mts. norte

Allan Hidalgo Campos

Jefe, Departamento Legal

Junta Administrativa Portuaria y de Desarrollo 

Económico de la Vertiente Atlántica

300 mts. norte y 25 mts. este de Farmacia Fischel, San José
Estimados señores:

Asunto: Se imprueba convenio suscrito entre la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, y la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica.

Nos referimos a los oficios Pre-754-2006 y Al-146-2006SJ, por medio de los cuales se solicita el refrendo del convenio suscrito entre ambas instituciones al amparo del artículo No. 14 de la Ley 8488 Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos, y al oficio AL-146-2006SJO de JAPDEVA, con el mismo propósito.

El convenio tiene la finalidad de facilitar a la Comisión el uso algunos bienes de JAPDEVA y el servicio de boteros, a efecto de fortalecer la atención de emergencias en la Zona Atlántica.

Al respecto nos permitimos señalar lo siguiente:

A) Observaciones puntuales

1) El convenio pretende facilitar a la Comisión  el uso de una oficina,  propiedad de JAPDEVA, ubicada en la Administración de Desarrollo de Moín, misma sobre la que omite ubicación exacta, medidas, estado de conservación y características. No queda claro cual es la figura jurídica utilizada por las partes para lleva a cabo ese cometido. Ahora, si estamos ante la figura del derecho de uso del artículo No. 154 de la Ley General de la Administración Pública debe así señalarse en el texto, teniendo presente que cuando nos encontramos ante un préstamo gratuito de un bien inmueble público, estamos en presencia del llamado permiso de uso y el artículo de cita establece:
“Los permisos de uso de dominio público, y los demás actos que reconozcan a un administrado un derecho expresa y válidamente a título precario, podrán ser revocados por razones de oportunidad o conveniencia sin responsabilidad de la Administración; pero la revocación no podrá ser intempestiva ni arbitraria y deberá darse en todos los casos un plazo prudencial para el cumplimiento del acto de revocación.”

La Sala Constitucional en el Voto No. 5976-93 de las quince horas y dos minutos del 16 de noviembre de 1993, respecto al préstamo gratuito de bienes públicos manifestó:
“El permiso de uso es un acto jurídico unilateral que lo dicta la Administración, en el uso de sus funciones y lo que se pone en manos del particular, es el dominio útil del bien, reservándose siempre el Estado, el dominio directo sobre la cosa.  La precariedad de todo derecho o permiso de uso, es consustancial  a la figura y alude a la posibilidad que la administración, en cualquier momento lo revoque, sea por la necesidad del Estado de ocupar plenamente el bien, (...) todo ello en la medida que si llega a existir una contraprestación de intereses entre el fin del bien y el permiso otorgado, debe prevalecer el uso natural de la cosa pública.”

Con base en lo anterior, y según lo ha sostenido este Órgano Contralor (véase Oficio 6773-99 de la anterior Dirección de Asuntos Jurídicos), el permiso de uso, sea a favor de un particular o de otra institución pública tiene las siguientes características:
1. Mediante el mismo, no se genera ningún derecho subjetivo para el beneficiario, de tal manera que cualquier mejora que se realice en el bien, será propiedad de la Administración propietaria del inmueble, ya que constituye un derecho precario sobre el bien demanial.
2. Queda exclusivamente a favor de la Administración propietaria, la potestad de revocar en  cualquier momento el convenio sin que derive responsabilidad alguna de su parte, siempre que no se efectúe arbitrariamente, en virtud de que mediante éste no se genera ningún derecho sobre el bien sino únicamente el uso en precario.
3. Los bienes objeto del permiso de uso, deben ser utilizados prioritariamente para cumplir los planes de interés para la institución propietaria del mismo.
4. Es obligación de la Administración designar un órgano fiscalizador que vele porque el uso del bien sea conforme a los fines pactados, de conformidad con el artículo 13 de la Ley de Contratación Administrativa.
Los depositarios del bien por el permiso en precario, deben cubrir los gastos de mantenimiento y conservación, siendo responsables de todos los daños y perjuicios causados a la Administración propietaria de su uso incorrecto.

De este modo, debe puntualizarse acerca de la figura jurídica a aplicar, así se llenaría un vacío sobre la normativa reguladora del negocio jurídico y sería factible evaluar el apego el ordenamiento jurídico del convenio.

2)  Mediante el convenio JAPDEVA facilita un sector de 4500 metros cuadrados para la destinarlos a una bodega “propiedad de la comisión”; sin ubicarlo de forma precisa y generando dudas sobre si la finalidad es transmitir la propiedad del inmueble o dar el derecho de uso. Claro está, en caso de tratarse de una donación debe ser suficiente el convenio sobre su fundamento. Aplican las observaciones del punto anterior, en caso de tratarse de un derecho de uso.

3)  JAPDEVA facilita un espacio en el muelle,  el cual no se describe ni ubica, para que en casos de emergencia, la Comisión pueda disponer de él y por lo menos seis boteros que se responsabilizarán del uso de las lanchas de la Comisión. Al respecto, debe ser claro el convenio, en cuanto a que estas facilidades se darían ante una declaración de estado de emergencia del Poder Ejecutivo, en los términos del artículo No. 29 de la Ley de Emergencias. De forma similar, en cuanto a la posibilidad de que JAPDEVA facilite el uso de vehículos, transporte fluvial, maquinara pesada e instalaciones deportivas, esto debe tener lugar ante la situación de emergencia.

4) El punto No. 3 de la segunda página del convenio dice que es obligación de la Comisión realizar mejoras necesarias para usar los espacios que JAPDEVA le ceda. Esto genera incertidumbre porque el convenio omite una descripción detallada de los espacios que facilita JAPDEVA, sus condiciones  y sin son aptos para ser usados por la Comisión ante una emergencia; es decir no se tiene conocimiento sobre la magnitud de esas eventuales mejoras a los bienes y cómo se dispondría de ellas cuando termine el plazo del convenio. También cabe hacer precisiones sobre cuáles bienes serían de uso permanente por parte de la Comisión durante la vigencia del convenio  y cuales se usaría sólo en caso de emergencia decretada por el Poder Ejecutivo.

5) En el punto No.2 de la página No.3 debe aclararse  qué se quiere decir  en cuanto a que la Comisión debe instalar una base de radio integrada a la red de JAPDEVA
B) Observaciones Generales

Es conforme la Ley de Emergencias que se atribuye a la Comisión de Emergencias la competencia  para coordinar todo lo relacionado con prevención, mitigación y respuesta a situaciones de emergencia en el país:

ARTÍCULO 23.- Competencia de la Comisión

La Comisión es la entidad responsable de coordinar las labores preventivas de situaciones de riesgo inminente de emergencia, mitigación y respuesta a situaciones de emergencia. Como competencia tendrá dos tipos de actividades: la actividad ordinaria y la extraordinaria amparada por una declaración de emergencia.

Es así que no podría la Comisión  asumir obligaciones de coordinar con otra institución (como parece hacerlo en el punto No.1 de la página No.2 del convenio, otorgando autoridad JAPDEVA), pues su potestad de coordinación viene de la Ley. Si  el fin propuesto por las partes es facilitar la coordinación entre ellas,  para mejorar la atención de emergencias, el texto no debe dejar duda alguna en cuanto a que  la potestad de coordinación de todo lo relacionado con la atención de emergencias es exclusiva competencia de la Comisión.

En lo concerniente al préstamo de vehículos, la Ley de Tránsito en el Capítulo VII, posibilita el préstamo de carácter institucional de vehículos automotores, el mismo debe fundamentarse en una situación excepcional, que estimamos debe estar respaldada en un estado de emergencia, así declarado por el Poder Ejecutivo.
ARTÍCULO 241.- Mediante una justificación por escrito hecha por los jerarcas, los vehículos de un Poder, ministerio, institución u órgano desconcentrado pueden ser utilizados, en casos de excepción, por el otro. Salvo norma expresa en contrario, el beneficiario asume la responsabilidad de su operación.

ARTÍCULO 242.- En caso de pérdida total, por accidente o robo, los 

costos corresponden al beneficiario.


Finalmente, no omitimos señalar que, las partes han de considerar que en caso de presentar una nueva gestión de refrendo, sirvan referirse a cada uno de los puntos señalados en este oficio, mediante una sola gestión.
Atentamente,
Lic. Adrián Leitón Zúñiga
Fiscalizador Asociado

Anexo: un  expediente
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